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MAGISTRADO PONENTE: LEVIS IGNACIO ZERPA

Exp. N° 1.213

El Juzgado Segundo de Primera Instancia del Trabajo y Estabilidad Laboral de la Circunscripción Judicial del Estado Aragua, adjunto a oficio N° 703-00 de fecha 15 de noviembre de 2000, remitió a esta Sala el expediente contentivo de la demanda por cobro de bolívares interpuesta por el abogado Manuel Assad, inscrito en el Inpreabogado bajo el N° 31.580, actuando en su carácter de apoderado judicial de las ciudadanas NANCY RONDON, ROSA MARTÍNEZ y DOMINGA ARANA, titulares de las cédulas de identidad números 3.204.461, 3.817.396 y 2.851.468, respectivamente, y de otros ciudadanos, contra la GOBERNACIÓN DEL ESTADO ARAGUA y el SERVICIO AUTÓNOMO DE PROTECCIÓN AL MENOR DE ARAGUA (SAPAMA), ente creado por el Ejecutivo Estadal mediante Decreto N° 231 de fecha 4 de octubre de 1993; dicha remisión fue efectuada a los fines de decidir la consulta prevista en los artículos 59 y 62 del Código de Procedimiento Civil, por haber declarado dicho Tribunal su falta de jurisdicción respecto de la Administración Pública.

El 28 de noviembre de 2000, se dio cuenta en Sala y se designó ponente al Magistrado Levis Ignacio Zerpa.

En virtud de la designación de los Magistrados Hadel Mostafá Paolini y Yolanda Jaimes Guerrero, y la ratificación del Magistrado Levis Ignacio Zerpa, por la Asamblea Nacional en sesión de fecha 20 de diciembre de 2000, publicada en la Gaceta Oficial N° 37.105 del día 22 del mismo mes y año, se reconstituyó la Sala Político-Administrativa el 27 de diciembre de dicho año, y se ratificó como ponente al Magistrado antes indicado, quien con tal carácter suscribe el presente fallo.
I

ANTECEDENTES

 

Por escrito de fecha 27 de julio de 1998, interpuesto ante el Juzgado Segundo de Primera Instancia del Trabajo y Estabilidad Laboral de la Circunscripción Judicial del Estado Aragua, el abogado Manuel Assad,  actuando en su carácter de apoderado judicial de las ciudadanas Nancy Rondon, Rosa Martínez, Dominga Arana y de otros ciudadanos, demandó por cobro de bolívares a la Gobernación del Estado Aragua y al Servicio Autónomo de Protección al Menor de Aragua (SAPAMA). Dicha demanda fue reformada por escrito de fecha 1° de octubre del mismo año.


El a quo admitió la reforma de la demanda en fecha 7 de octubre 1998.


Mediante escrito de fecha 1° de febrero de 1999, el abogado Perkins Rocha Contreras, en su carácter de Procurador General del Estado Aragua, contestó la demanda interpuesta y opuso la cuestión previa de falta de jurisdicción, en los términos siguientes:


“(...) De la lectura y análisis del escrito contentivo de la demanda que interpusieran los querellantes, se desprende claramente que la pretensión de las partes actoras  es que el Tribunal ordene al demandado, SERVICIO AUTÓNOMO DE PROTECCIÓN AL MENOR DE ARAGUA (SAPAMA), Servicio Autónomo Estadal creado por ley, o en su defecto a la Gobernación del Estado de cumplimiento a algunas cláusulas contenidas en la Convención Colectiva celebrada entre dicho ente y sus trabajadores, supuestamente incumplidas por dicho organismo público como parte patronal.


En este sentido, es importante destacar el contenido de los artículos 475 y 476 de la Ley Orgánica del Trabajo, que rezan: “El procedimiento conflictivo comenzará con la presentación de un pliego de peticiones en el cual el sindicato expondrá sus planteamientos para que el patrono tome o deje de tomar ciertas medidas relativas a las condiciones de trabajo; para que se celebre una convención colectiva o se de cumplimiento a la que se tiene pactada” (resaltado mio). “El pliego de peticiones se presentará al patrono por intermedio del Inspector del Trabajo, quien deberá tramitarlo de inmediato” (resaltado mio).


Como se puede observar, la Ley Orgánica del Trabajo, atribuye el conocimiento de todo lo relativo al cumplimiento de una convención colectiva que se haya celebrado entre un determinado sindicato y su correspondiente patrono, a un órgano administrativo como lo es la Inspectoría del Trabajo del lugar en que haya sido depositada ésta, además de establecer este instrumento legal todo un procedimiento administrativo para llevar a cabo el denominado pliego de peticiones. (...)”


“(...) Armonizando lo anteriormente expuesto con las citas doctrinarias, resulta claro concluir que el texto de las normas que consagran el trámite relativo al pliego de peticiones, le atribuye la facultad y el deber de conocer sobre tal reclamación a la Administración Pública, a través del Inspector del Trabajo, lo que hace evidente que ningún tribunal de la República se encuentra facultado para conocer y mucho menos decidir, la solicitud planteada por los solicitantes, a través de su escrito de demanda. (...)”

 


Luego, el Juzgado remitente, a  cargo para ese momento de la Juez María Celeste Rivas Díaz, se declaró “incompetente” para conocer el caso de autos, y expuso:


“(...) Por recibido el Oficio Nro.C-PGE-E-JST-915, procedente de la Procuraduría General del Estado Aragua, de fecha 28 de enero del presente año, el cual corre inserto a los folios doscientos siete (207) al doscientos quince (215) del presente expediente y visto el pedimento en el contenido, este Juzgado con vista a las jurisprudencias donde se evidencia que la competencia para conocer del tipo de juicio que se ventila se atribuye a los Tribunales Superiores en lo Civil (Bienes)y Contencioso Administrativo de las diferentes regiones; en consecuencia tal como ha sido explanado, requerido y solicitado por el personero de la Procuraduría del Estado Aragua procede este tribunal a declararse INCOMPETENTE para conocer de la presente causa.


En consecuencia, este Tribunal Segundo de Primera Instancia del Estado Aragua, ordena remitir las presentes actuaciones al Juzgado Superior en lo Civil (Bienes), Mercantil y Contencioso Administrativo de la Circunscripción Judicial de la Región Central con sede en Maracay, a los fines que se sirva conocer de la presente causa. (...)”

 


Posteriormente, el Juzgado Superior en lo Civil y Contencioso Administrativo de la Región Central, por auto del 11 de marzo de 1999, señaló lo siguiente:


“(...) Advierte este juzgador, que evidentemente no hubo pronunciamiento alguno expreso, respecto a la falta de jurisdicción alegada, como cuestión previa, sino de una incompetencia que no fuere planteada en ningún momento por el Representante del Ejecutivo Regional,, atendiendo quien avocado estudia el presente caso, que el punto de la jurisdicción es determinante  y previo por cuanto de la jurisdicción es determinante y previo por cuanto de no tener jurisdicción el Juzgado ante quien fue planteada la falta de la misma, acarrearía de forma fatal, la imposibilidad jurídica  para conocer este Despacho, en virtud de que, si no se tiene jurisdicción, menos se puede tener competencia, no ocurriendo de igual manera a la inversa, por aquello, ya citado, de la relación de continente a contenido, siendo así, estima necesario este tribunal que el Juzgado Segundo de Primera Instancia del Trabajo y Estabilidad Laboral de la Circunscripción Judicial del Estado Aragua, emita pronunciamiento, con relación a la falta de jurisdicción como cuestión previa planteada, para luego proseguir  con el trámite procesal que juzgue oportuno dicho despacho. (...)”


Mediante oficio N° 157-99 de fecha 11 de marzo de 1999, el Juzgado Superior en lo Civil y Contencioso Administrativo de la Región Central devolvió el expediente al a quo.

Por diligencia del 25 de marzo de 1999, el apoderado judicial de los demandantes consignó escrito solicitando la regulación de la jurisdicción, en los siguientes términos:


“(...) La Procuraduría General del Estado Aragua, consignó un escrito donde desconoce la jurisdicción de este Tribunal. (...)”


“(...) Lo cual es una impertinencia del ciudadano Procurador General del Estado Aragua, por cuanto mis representados, son obreros al servicio de un organismo adscrito a la Gobernación de Aragua y se rigen por la Ley del Trabajo y por lo tanto es la jurisdicción laboral, la que constitucionalmente y de acuerdo a la Ley del Trabajo, le corresponde decidir la querella interpuesta que en este caso es el Segundo Laboral, es decir, ciudadano Juez, formalmente y con ánimo de preservarla legalidad, impugno en todas sus partes la solicitud de la Procuraduría General del Estado Aragua y solicito la regulación de jurisdicción. (...)”

 


A través de oficio N° 198-99 de fecha 25 de marzo de 1999, el a quo, a cargo de la Juez antes mencionada, en vista de la solicitud de regulación de jurisdicción interpuesta, remitió la presente causa al Juzgado Superior en lo Civil, Mercantil, Tránsito, Trabajo, Menores y Estabilidad Laboral de la Circunscripción Judicial del Estado Aragua, sin formular ningún pronunciamiento sobre la cuestión de jurisdicción planteada.
Por diligencia del 5 de agosto de 1999, el apoderado judicial de los demandantes solicitó que el expediente fuese enviado a este Alto Tribunal en virtud de la regulación de jurisdicción interpuesta.


Mediante auto del 4 de julio de 2000, el Juzgado Superior en lo Civil, Mercantil, Tránsito, Trabajo, Menores y Estabilidad Laboral de la Circunscripción Judicial del Estado Aragua, expuso:


“(...) El Tribunal de Primera Instancia violentó el principio de la doble instancia que caracteriza y rige a nuestro ordenamiento procesal vigente, debió el a quo pronunciarse sobre la falta de jurisdicción alegada declarándola o desechándola, pero limitó su conducta a remitir en primer término al Tribunal Superior Civil Bienes y Contencioso Administrativo el expediente y posteriormente a esta Alzada, confundiéndole concepto de jurisdicción con el de competencia; pero más grave aún constituye la remisión de la presente causa a este Tribunal, para conocer de la Regulación de Jurisdicción alegada. (...)” (Es copia textual).


Por oficio N° 0430-272 de fecha 11 de julio de 2000, el Juzgado Superior en lo Civil, Mercantil, Tránsito, Trabajo, Menores y Estabilidad Laboral de la Circunscripción Judicial del Estado Aragua remitió el expediente al a quo.

El  Juzgado a quo, esta vez a cargo de la Juez Provisoria María Elena Bravo Rico, por auto de fecha 20 de septiembre de 2000, declaró su falta de jurisdicción con respecto de la administración publica en los términos siguientes:


“(...) Se planteó en el libelo de la demanda, la violación de la convención colectiva en sus cláusulas 31, 26, 29, 30 y 33, que no fue acompañada en el escrito libelar, pero no obstante, a la luz de lo planteado por el actor, se trata en consecuencia de una presunta violación de las cláusulas señaladas, cuya jurisdicción corresponde al órgano administrativo Inspectoría del Trabajo, a quien la ley faculta para que se ventile en dicha jurisdicción el procedimiento conciliatorio. Por otro lado, no escapa de la apreciación de quien decide, lo previsto en el artículo 522 de la Ley Orgánica del Trabajo, donde se establece la responsabilidad del sindicato del cumplimiento de la Convención Colectiva, es el sindicato quien debe impulsar el proceso a los fines del cumplimiento a través del pliego de peticiones, se acoge a lo establecido en el artículo 475 de la Ley Orgánica del Trabajo, y el Inspector del Trabajo aplicará lo establecido en el artículo 478 y siguientes de la misma ley.


No puede  la parte accionante determinar a motus propio que el tribunal tenga jurisdicción para administrar justicia en el presente caso, cuando no consta en el expediente la existencia de la convención colectiva, los trámites efectuados por ante la Inspectoría competente.


Considera éste Tribunal que la pretensión del legislador al establecer la vía conciliatoria para dirimir conflictos derivados del incumplimiento de una convención colectiva tiene su razón en evitar que tales peticiones trasciendan la vía jurisdiccional y lleguen a los tribunales laborales donde predominará lo contencioso sobre el aspecto conciliatorio. Tampoco debemos olvidar que la Convención Colectiva tiene su origen en el sindicato, que es garante de su cumplimiento y la ley le da la facultad para discutir con el patrono en la Inspectoría del Trabajo, la violación o incumplimiento de la contratación colectiva, máxime en este caso donde la demandada es una institución de carácter público.

 

II

ANÁLISIS DE LA SITUACIÓN


El apoderado judicial de los demandantes señaló en el escrito de la demanda que sus representados prestan servicios en calidad de obreros para el Servicio Autónomo de Protección al Menor de Aragua (SAPAMA), el cual está adscrito a la Gobernación del Estado Aragua, en tal sentido reclama a la Gobernación del Estado Aragua y a SAPAMA, les cancelen unas sumas de dinero, adeudadas por diversos conceptos de acuerdo a lo establecido en las cláusulas del respectivo Contrato Colectivo.


En respuesta a tal pretensión, el Procurador General del Estado Aragua opuso la cuestión previa de falta de jurisdicción contenida en el ordinal 1° del artículo 346 del Código de Procedimiento Civil, alegando que de acuerdo a lo previsto en los artículos 475 y 476 de la Ley Orgánica del Trabajo, es la Inspectoría del Trabajo la que debe conocer la presente controversia, por tratarse de una reclamación de cumplimiento de una convención colectiva.


En tal sentido la Sala observa, que del libelo no se infiere que los trabajadores accionantes estén planteando en sede jurisdiccional un conflicto colectivo, el cual deba ser resuelto por el procedimiento conciliatorio previsto para tal fin en el Capítulo III de la Ley Orgánica del Trabajo; sino que se trata de un grupo de trabajadores actuando en nombre propio, quienes reclaman el pago de unas sumas de dinero, calculadas según lo dispuesto en la convención colectiva; por lo cual la presente controversia debe ser resuelta por los Tribunales Laborales, de acuerdo a lo indicado en el artículo 1° de la Ley Orgánica de Tribunales y de Procedimiento del Trabajo, el cual señala:  “(...) Los asuntos contenciosos del trabajo, que no correspondan a la conciliación ni al arbitraje, y en todo caso, las cuestiones de carácter contencioso que suscite la aplicación de las disposiciones legales y de las estipulaciones de los contratos de trabajo, serán sustanciados y decididos por los tribunales de trabajo que se indican en la presente Ley. (...)”, por tanto, el a quo tiene jurisdicción para conocer y decidir el caso de autos. Así se declara.

 

III

DECISIÓN

Atendiendo a los razonamientos antes señalados, esta Sala Político-Administrativa del Tribunal Supremo de Justicia, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, declara que el Poder Judicial sí tiene jurisdicción para conocer de la demanda por cobro de bolívares interpuesta por el abogado Manuel Assad, en su carácter de apoderado judicial de los ciudadanos NANCY RONDON, ROSA MARTÍNEZ, DOMINGA ARANA y OTROS, contra la GOBERNACIÓN DEL ESTADO ARAGUA y el SERVICIO AUTÓNOMO DE PROTECCIÓN AL MENOR DE ARAGUA (SAPAMA).

En consecuencia, se revoca la decisión consultada de fecha 20 de septiembre de 2000, mediante la cual el Juzgado Segundo de Primera Instancia del Trabajo y Estabilidad Laboral de la Circunscripción Judicial del Estado Aragua, declaró su falta de jurisdicción respecto de la Administración Pública.

Notifíquese de la presente decisión a la Inspectoría General de Tribunales, órgano encargado de velar por el debido funcionamiento del Poder Judicial, a los fines de que examine la actuación de la abogada María Celeste Rivas Díaz, quien actuó en el presente caso como Juez del Juzgado Segundo de Primera Instancia del Trabajo y Estabilidad Laboral de la Circunscripción Judicial del Estado Aragua, ya que su proceder  atenta contra la debida administración de justicia, la celeridad de los juicios y la economía procesal.


Publíquese, regístrese y comuníquese. Remítase el expediente al Juzgado de origen a fin de que la causa siga su curso legal. Cúmplase lo ordenado.

Dada, firmada y sellada en el Salón de Despacho de la Sala Político-Administrativa del Tribunal Supremo de Justicia, en Caracas a los ocho (08) días del mes de febrero del año dos mil uno. Años 190º de la Independencia y 141º de la Federación.

    El Presidente Ponente,

 

 

LEVIS IGNACIO ZERPA
                                                                    




             El Vicepresidente,

 

 

                                                                  



              HADEL MOSTAFÁ PAOLINI
YOLANDA JAIMES GUERRERO                              

                 La Magistrada

 

La Secretaria,

 

ANAÍS MEJÍA CALZADILLA
Exp. Nº 1.213
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Sent. Nº 00105

En trece (13) de febrero del año dos mil uno, se publicó y registró la anterior sentencia bajo el Nº 00105.

 

